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VISTA 
ADMINISTRATIVA      

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 
Jueza Romero García y el Juez Torres Ramírez    

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente  

 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 PDCM Associates SE (PDCM), presentó un recurso de 

revisión judicial el 6 de agosto de 2018, mediante el cual impugnó 

una Resolución final emitida por la Autoridad de Acueductos y 

Alcantarillados (AAA). En el dictamen recurrido, la AAA declaró no 

ha lugar una querella, y condenó a PDCM al pago de unos cargos 

por agua consumida, previamente imputados. 

 Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

revocamos la Resolución recurrida. 

I. 

 El 23 de mayo de 2014, el Programa de Agua No Facturada 

(PRANF)1 de la AAA notificó a PDCM Associates SE (dueños del 

Centro Comercial Corozal Plaza) que realizó una investigación en 

la Carr. 891 de Corozal y encontró un contador de 6” para sistema 

                                                 
1 Posteriormente, la Oficina de Reducción de Agua No Facturada (ORANF). 
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de incendio con consumo. Esta acción, según surge de la 

notificación, constituía una violación al Artículo 6.03 del 

Reglamento sobre los Servicios de Agua y Alcantarillado de Puerto 

Rico, de la Ley de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de 

Puerto Rico y de la sección 3.02 y 4.01 del Código sobre Tomas o 

Descargas Clandestinas, Hurto de Agua, Manipulación de 

Contadores u otros Accesorios Propiedad de la AAA. En 

consecuencia, se le imputó cargos ascendentes a $54,956.04, 

correspondiente a agua no facturada ($52,756.04), multa 

($2,000) y gastos administrativos ($200.00). Se le apercibió 

sobre su derecho a solicitar una revisión en un término de diez 

(10) días, con la señora Mayra Ruiz Ruiz. 

 Así las cosas, el 30 de mayo de 2014, el representante legal 

de PDCM cursó, por correo certificado con acuse de recibo, una 

carta dirigida a la señora Ruiz. Allí, informó que la notificación 

cursada por la AAA no cumplía con los requisitos establecidos en 

el Código sobre Tomas o Descargas Clandestinas, Hurto de Agua, 

Manipulación de Contadores Otros Accesorios Propiedad de la 

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados, Reglamento 5129 de 

13 de octubre de 1994, la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme (LPAU) ni con los requisitos mínimos del debido proceso 

de ley. Primero, adujo que el señor Josean Pagán no tenía 

autoridad en ley para imponer las multas y otros cargos que le 

imputan a PDCM. Además, indicó que la notificación carece de 

hechos suficientes para sustentar las imputaciones, ello porque no 

se incluyó cuándo ni quién realizó la investigación. Tampoco se 

incluyó el número de contador, cuál fue la lectura, cuántos metros 

cúbicos de agua se consumieron y para qué período, y cómo la 

AAA determinó el cómputo de $52,756.04. 
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 PDCM alegó, además, que toda gestión realizada por la AAA 

es inoficiosa e insuficiente para activar el proceso administrativo 

que provee el citado Código. Sin embargo, de entender la 

Autoridad que el proceso había iniciado, el recurrente solicitó que 

se identificara al Gerente Comercial y el Administrador de Distrito 

con jurisdicción para presentar -conforme al citado Código- los 

debidos recursos de investigación y de revisión para dilucidar el 

asunto en una vista administrativa. Asimismo, indicó en su carta 

que, de no recibir respuesta de la AAA en un término de diez días, 

se entendía que la AAA había desistido de lo indicado en su 

notificación previa. Por último, PDCM solicitó una información 

relacionada a la investigación realizada por el foro recurrido, 

conforme el Artículo 3.8 de la LPAU. No surge del expediente que 

la AAA haya contestado la comunicación cursada por PDCM. 

 Posteriormente, el 30 de septiembre de 2015, la Secretaría 

de Vistas Administrativas de la AAA emitió un Señalamiento de 

Vista. En el epígrafe, se incluyó como parte querellante al Centro 

Comercial Corozal Plaza. La vista se pautó para el 9 de diciembre 

de 2015. El propósito de la vista era dilucidar los planteamientos 

efectuados por PDCM en cuanto a los cargos impuestos 

previamente.2 

 Luego de varios trámites, la AAA presentó el 3 de marzo de 

2016, una Moción de Desestimación y otros Extremos. En síntesis, 

adujo que PDCM no objetó, dentro del término provisto, los cargos 

detallados en la carta de imputación de multa y cargos del 29 de 

mayo de 2014. En consecuencia, solicitó la desestimación de la 

querella. 

                                                 
2 Véase Apéndice, pág. 160-161. La vista fue posteriormente reseñalada. Véase 

apéndice, pág. 156-159. 
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 Por su parte, PDCM (Centro Comercial Corozal Plaza), 

presentó el 9 de marzo de 2016, una Moción Solicitando 

Resolución Sumaria y Desestimación. Allí, solicitó que el foro 

recurrido declarara inoficiosas las notificaciones cursadas por la 

AAA, así como improcedentes los cargos imputados, por ser 

contrarios a la ley y reglamentación de la Autoridad. Junto con la 

moción, la parte acompañó una Resolución emitida por la 

Secretaría de Vistas Administrativas en el caso AA-13-043MC-A-

B, National Lumber Hardware v. AAA. En dicho caso, se declararon 

nulas y carentes de validez legal las multas impuestas a National 

Lumber. Ello porque la notificación de las referidas multas no se 

ajustó al ordenamiento reglamentario aprobado por la AAA. Se 

determinó, además, que el señor Josean Pagán, Gerente de 

Servicio al Cliente de PRANF, no tenía autoridad para suscribir 

cartas que imputan cargos, multas y violaciones al Reglamento 

5129 de la AAA, supra. 

 El 24 de junio de 2016, la AAA presentó una Oposición a 

Moción Solicitando Resolución Sumaria y Desestimación. Alegó 

que, a tenor con Tosado Cortés v. AEE, 165 DPR 377 (2005), el 

señor Josean Pagán estaba facultado por el Reglamento 5129 para 

suscribir la carta de notificación de multa y cargos. 

 Así las cosas, PDCM presentó una Réplica a “Oposición a 

Moción Solicitando Resolución Sumaria y Desestimación”. Allí, 

indicó que el Reglamento 5129, supra, únicamente faculta al 

Presidente Ejecutivo a notificar cargos y multas. A su vez, éste 

delega sus poderes en el Gerente de la Oficina Comercial con 

jurisdicción sobre la cuenta. El cambio interno realizado por la AAA 

a los fines de modificar la clasificación de “Gerente de la Oficina 

Comercial” a “Gerente de Servicios al Cliente” es contrario a la 

LPAU y al propio caso de Tosado Cortés v. AEE, supra. Asimismo, 
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PDCM adujo que la AAA guardó silencio con respecto a los demás 

defectos de notificación. 

 Luego de varios trámites procesales, el 5 de octubre de 

2016, PDCM presentó una Moción Solicitando Orden para que se 

notifique Querella. Mediante esta, solicitó una copia de la querella 

presentada en el caso o cualquier otro documento mediante el 

cual la Autoridad inició el procedimiento adjudicativo. Ello a tenor 

con la Sección 3.1 de la LPAU y la Sección 5.04 del Reglamento 

5129, supra. En esa misma fecha, presentó una Moción para que 

se autoricen deposiciones3 así como Moción solicitando 

determinación sobre evidencia no producida. 

 Así las cosas, la AAA presentó una Oposición a varias 

Mociones presentadas por la Querellante. Mediante esta, la 

Autoridad se opuso a la toma de deposiciones por parte de PDCM, 

por ser tardías, dilatorias e irrelevantes. De otra parte, la AAA 

alegó que la querella fue notificada mediante correo certificado 

con acuse de recibo el 29 de mayo de 2014. 

 El 22 de febrero de 2017, PDCM presentó una Moción de 

Desestimación por Abandono y Falta de Madurez. Argumentó que 

la AAA carece de jurisdicción sobre el presente caso. Ello porque, 

sin haberse presentado querella alguna, inició un procedimiento 

administrativo y sometió a PDCM al mismo. Adujo que la AAA hizo 

referencia a una “querella”, que realmente se trataba de la 

imputación inicial en contra de la compañía compareciente, en la 

que se le notificó inicialmente de los cargos y multas imputadas. 

 La AAA presentó una Oposición a Moción de Desestimación 

por Abandono y Falta de Madurez. En síntesis, adujo que las 

controversias del presente caso quedaron sometidas durante una 

                                                 
3 En el apéndice del recurso no se encontró copia de esta moción. 
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vista celebrada el 29 de junio de 2016. Además, argumentó que 

los planteamientos de PDCM eran tardíos, dada la etapa avanzada 

en que se encontraban los procedimientos. Solicitó que no se 

desestimara el caso y que se continuaran los procedimientos. 

 Posteriormente, luego de que las partes presentaron la 

correspondiente réplica y dúplica, la Secretaría de Vistas 

Administrativas emitió una Orden mediante la cual denegó la 

segunda moción de desestimación presentada por PDCM “…por su 

total carencia de méritos.”4 Asimismo, la moción de desestimación 

previamente presentada por la AAA también se denegó por 

prematura. El Juez Administrativo señaló una vista plenaria para 

el 31 de mayo de 2017, a los fines de dilucidar la controversia 

sobre la autoridad de los funcionarios de la AAA que intervinieron 

en la imposición de la multa y cargos. La Orden fue notificada el 

5 de mayo de 2017. 

 La vista se celebró según pautada. Según surge de la 

Minuta, las partes estipularon hechos y cierta prueba 

documental.5 Posteriormente, se celebró una vista de estado de 

los procedimientos el 20 de diciembre de 2017.6 El 15 de marzo 

de 2018, la AAA presentó una Moción Informativa. En esta, 

anunció la sustitución de la testigo, Lisette Bonilla Álvarez, por la 

señora Melissa J. Barreto Rivera. Adujo que la señora Bonilla no 

estaba disponible y que la señora Barreto había asumido las 

funciones de esta. 

 En desacuerdo, PDCM presentó una Oposición a “Moción 

Informativa”, en la que adujo que la sustitución solicitada era 

improcedente porque la AAA no explicó la razón para la falta de 

                                                 
4 Véase Apéndice, pág. 38. 
5 Véase la Minuta, Apéndice, pág. 27-31. 
6 Véase la Minuta, Apéndice, pág. 21. 
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disponibilidad, y si estaba justificada. Informó que ya le había 

tomado la deposición de la señora Bonilla. Igualmente, sostuvo 

que la AAA inicialmente había determinado no utilizar como 

testigo al señor Josean Pagán y que, posteriormente, lo anunció 

como testigo. De permitirse la sustitución, solicitó autorización 

para tomar la deposición a ambos testigos. 

 Luego de varios trámites, se celebró una vista plenaria el 10 

de abril de 2018. Considerada la prueba documental y testifical, 

el foro recurrido emitió una Resolución Final el 29 de junio de 

2018. Mediante esta, la agencia recurrida determinó que el señor 

Josean Pagán tenía autoridad para imponer los cargos objeto del 

recurso, conforme el Reglamento 5129, supra. De otra parte, 

concluyó que PDCM demostró el envío a tiempo de sus objeciones 

a los cargos imputados, mediante correo certificado. Empero, el 

foro recurrido declaró no ha lugar la “querella” y ordenó a PDCM 

a satisfacer los cargos imputados. 

 En desacuerdo, PDCM presentó el recurso de revisión 

judicial que nos ocupa y señaló los siguientes errores: 

 Erró el foro administrativo al asumir jurisdicción 
sobre este asunto sin una determinación de la cual se 

pueda recurrir. 
 

 Erró el foro administrativo al asumir jurisdicción 
sobre este asunto sin una querella o solicitud de vista 

administrativa sin que diera inicio al proceso 
administrativo formal. 

 

 Erró la AAA al determinar que PDCM es 
responsable de los cargos imputados cuando dicha 

conclusión no se sostiene con evidencia sustancial que 
surja del récord administrativo. 

 
 Erró el foro administrativo al cuartarle (sic) a 

PDCM su derecho a realizar descubrimiento de prueba 
y el de confrontación. 

  
 Erró el foro administrativo al imponerle 

responsabilidad a PDCM a pesar de que la imputación 
está prescrita y le es aplicable la doctrina de incuria. 
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Erró el foro administrativo al imponerle a PDCM 
una sanción que se excede de los poderes delegados 

a la AAA. 
 

 Erró el foro administrativo al determinar que la 
AAA podía variar el proceso de imputación y revisión 

de su reglamento sin cumplir con el proceso de 
Reglamentación de la LPAU. 

 

 Por su parte, la AAA presentó su Alegato en Oposición el 7 

de septiembre de 2018. Con el beneficio de su comparecencia, 

resolvemos. 

II 

Revisión judicial  

 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38 del 30 de junio de 20177 

[en adelante, “LPAU”], delimita el alcance de la revisión judicial 

de las decisiones administrativas.  Dispone que las 

determinaciones de hechos de las agencias serán sostenidas por 

el tribunal si se basan en evidencia sustancial que obre en el 

expediente administrativo; mientras que las conclusiones de 

derecho serán revisables en todos sus aspectos. Sección 4.5 de la 

LPAU, supra.  Cónsono con esta normativa, los tribunales 

revisores deben examinar si la determinación administrativa está 

fundamentada en la prueba o si, por el contrario, es incompatible 

con esta. Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 

425, 437 (1997).  Cuando la interpretación de los hechos es 

razonable, los tribunales, de ordinario, deben sostener el criterio 

de la agencia y no sustituirlo por el suyo.  Pérez Vélez v. VPH 

Motors, Corp., 152 DPR 475, 490 (2000).  No obstante, si luego 

de un estudio y análisis ponderado el tribunal descubre que la 

determinación administrativa trastoca valores constitucionales o 

                                                 
7 La Ley Núm. 38-2017 derogó la Ley 170 del 12 de agosto de 1988. 
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resulta arbitraria e irrazonable, podrá sustituir el criterio de la 

agencia por el suyo y revocar el dictamen cuestionado. Íd.   

Cabe recordar que los procedimientos y las determinaciones 

administrativas están revestidos de una presunción de corrección 

y regularidad. Gutiérrez Vázquez v. Hernández y otros, 172 DPR 

232, 244 (2007); Hernández v. Centro Unido, 168 DPR 592, 615 

(2006).  Es norma reiterada que los tribunales le deben dar gran 

peso o deferencia a las aplicaciones e interpretaciones de las 

agencias con respecto a las leyes y los reglamentos que 

administran, por lo que no pueden descartar libremente sus 

conclusiones e interpretaciones de derecho. Cruz Negrón v. Adm. 

de Corrección, 164 DPR 341, 357 (2005).  Ello, en consideración 

de la experiencia y el conocimiento especializado que poseen 

sobre los asuntos que les han sido delegados. Vélez v. A.R.Pe., 

167 DPR 684, 693 (2006); Rivera Concepción v. ARPE, 152 DPR 

116, 122 (2000).  No obstante, lo anterior no significa una 

abdicación de la función revisora del foro judicial. “Por el contrario, 

los tribunales tienen el deber de proteger a los ciudadanos contra 

posibles actuaciones ultra vires, inconstitucionales o arbitrarias de 

las agencias.” Ramos Román v. Corp. Centro Bellas Artes, 178 

DPR 867, 884 (2010).    

En fin, la revisión judicial de una decisión administrativa se 

circunscribirse a determinar si: (1) el remedio concedido por la 

agencia fue apropiado; (2) las determinaciones de hecho 

realizadas por la agencia están sostenidas por evidencia sustancial 

en el expediente administrativo; y (3) las conclusiones de derecho 

fueron las correctas. Id. 

B. Debido Proceso de Ley en el Foro Administrativo 

 El debido proceso de ley está consagrado en la Constitución 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico en su Art. II, Sec. 7, al 
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igual que las Enmiendas V y XIV de la Constitución de los Estados 

Unidos de América.  Este derecho garantiza que ninguna persona 

sea privada de su libertad o propiedad sin el debido proceso. 

Hernández v. Secretario, 164 DPR 390, 394 (2005). A tono con su 

concepción, el debido proceso de ley se manifiesta en dos 

vertientes distintas: la sustantiva y la procesal. Id.  En su 

vertiente procesal, la cláusula del debido proceso instituye las 

garantías procesales mínimas que el Estado debe proveerle a un 

individuo al afectarle su propiedad o libertad. Id, (citas omitidas). 

Conforme la Sección 3.1 de la LPAU, supra, los procesos 

adjudicativos llevados a cabo en las agencias administrativas 

tienen que cumplir con determinadas garantías procesales 

mínimas, a saber: 

(A) Derecho a notificación oportuna de los cargos o 

querellas o reclamos en contra de una parte.  
(B) Derecho a presentar evidencia.  

(C) Derecho a una adjudicación imparcial.  

(D) Derecho a que la decisión sea basada en el 
expediente8. 3 LPRA sec. 9641. 

 

 Estas garantías constituyen un resguardo infranqueable 

contra privaciones arbitrarias de la propiedad.  Rivera Rodríguez 

& Co. v. Lee Stowell, 133 DPR 881, 889 (2004) citando a J.A. 

Cuevas Segarra, Práctica Procesal Puertorriqueña: Procedimiento 

Civil, San Juan, Pubs. J.T.S., 1989, págs. 337338. Cualquier 

determinación de una agencia que se haga en contravención a 

estas pautas mínimas, no puede prevalecer. Comisionado de 

Seguros v. AEELA, 171 DPR 514, 528 (2007); Mun. de Ponce v. 

JP, 146 DPR 650 (1998). 

                                                 
8 La LPAU define “expediente” como todos los documentos que no hayan sido 

declarados como materia exenta de divulgación por una ley y otros materiales 

relacionados con un asunto específico que esté o haya estado ante la 

consideración de una agencia. 
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 En lo pertinente a la controversia que nos ocupa, el 

Reglamento 5129 del 13 de octubre de 1994, Código sobre Tomas 

o Descargas Clandestinas, Hurto de Agua, Manipulación de 

Contadores u Otros Accesorios Propiedad de la Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados, (Reglamento 5129) se aprobó con 

el propósito de cumplir con las disposiciones de la Ley de 

Acueductos y Alcantarillado de Puerto Rico, Ley Núm. 40 del 1 de 

mayo de 1945, según enmendada.9 Pretende facilitar el ordenado 

suministro de los servicios públicos; proteger las instalaciones de 

los sistemas de la Autoridad; y establecer los derechos y 

obligaciones correspondientes a los clientes, al público y a la 

Autoridad.10 

 Aquella persona que viole las leyes que administra la 

Autoridad o sus reglamentos, será penalizada con multas 

administrativas que fluctúan entre $1,000 y $5,000 por cada 

violación. Véase Sección 4.01 del Reglamento 5129. En lo 

pertinente a la controversia que nos ocupa, el Reglamento 5129 

dispone: 

Sección 4.06. Notificación de la multa administrativa: 

El Gerente Comercial notificará por escrito a la 
persona su determinación de imponerle una multa 

administrativa detallando la actividad ilícita de que se 
trate, la disposición del Código aplicable, la cuantía y 

el derecho de revisión, según se dispone en la Sección 
4.07 y 4.08 de (este) Código. 

 

Sección 4.07. Revisión Administrativa:  
 

El cliente, persona o su representante a quien se le 
imponga la multa y cargos podrá solicitar revisión de 

la determinación del Gerente de la Oficina Comercial 
ante el Administrador de Distrito con jurisdicción 

sobre la Oficina Comercial dentro de diez (10) días 
calendario a partir de la fecha de la notificación.  

 
Sección 4.08. Forma de Solicitar Revisión Administrativa: 

 

                                                 
9 Véase Exposición de Motivos, Sección 1.02 del Reglamento 5129. 
10 Id. 
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El cliente, persona o su representante a quien se le impone 
la multa y cargos podrá solicitar revisión de la 

determinación del Gerente, según se menciona en la 
Sección 4.07 anterior, personalmente o por correo 

certificado con acuse de recibo.  
 
Sección 4.09. Notificación sobre determinación de revisión. 

  
El Administrador de Distrito notificará por escrito su 

determinación sobre la solicitud de revisión del cliente o 
persona afectada dentro de los diez (10) días laborables a 
partir de la fecha de radicada. Dicha notificación informará 

al cliente o persona de su derecho a solicitar la vista 
administrativa.  

 
Sección 4.10. Solicitud de Vista Administrativa. 
 

De no estar satisfecho con la determinación del 

Administrador de Distrito el cliente o persona afectada 
podrá solicitar una Vista Administrativa dentro de los 

diez (10) días laborables siguientes a la fecha de 

notificación de la determinación del Administrador de 
Distrito en la Secretaría de Vistas Administrativas, 

ubicada en el Edificio Barreras, Piso 3, Avenida 
Barbosa 602, Hato Rey, Puerto Rico. 

 

 De otro lado, el Reglamento 5129, supra, permite el inicio 

de un procedimiento adjudicativo, a tenor con las disposiciones 

contenidas en el Capítulo V del citado Reglamento, las cuales, por 

su pertinencia, citamos a continuación. 

 Sección 5.01. Procedimientos Adjudicativos: 

Podrá iniciarse un procedimiento de Vistas Administrativas 
ante el foro administrativo de la Autoridad a solicitud de 
un cliente, persona afectada o su representante, 

mediante la radicación de un original y una copia de 
la solicitud de Vista Administrativa, personalmente o 

por correo certificado en la Secretaría de Vistas 
Administrativas. Deberá notificar, el mismo día, a la 
Oficina del Asesor Jurídico de la Autoridad, entregando 

copia a la persona autorizada a recibir emplazamiento o 
por correo certificado con acuse de recibo. La fecha de 

radicación será aquella en que se reciba la solicitud en la 
Secretaria de Vistas Administrativas. 

 
 Sección 5.04. Garantías Procesales: 
 

La toma de decisiones administrativas deberá 

fundamentarse en una vista administrativa pública, 
justa e imparcial, que garantice los derechos de las 

partes. Se deberán salvaguardar los siguientes 

derechos: 
1. Derecho a notificación oportuna de la infracción que 

dio lugar a la multa impuesta o reclamos en contra de una 

parte. 

2. Derecho a presentar evidencia. 
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3. Derecho a una adjudicación imparcial. 

4. Derecho a que la decisión sea basada en el 

expediente.  

III. 

 En su primer señalamiento de error, PDCM sostuvo que el 

foro administrativo incidió al asumir jurisdicción sobre el presente 

caso sin una determinación final sobre la cual recurrir. En su 

segundo señalamiento de error, PDCM sostuvo que el foro 

administrativo incidió al asumir jurisdicción sobre este asunto, sin 

una querella o solicitud de vista administrativa que diera inicio al 

proceso administrativo. Ambos errores se cometieron. Veamos. 

Tal cual citado, el Reglamento 5129, supra, establece que, 

una vez una parte solicita la revisión de una determinación de un 

Gerente sobre la imposición de multas, el Administrador de 

Distrito notificará por escrito su determinación sobre la solicitud 

de revisión del cliente. Dicha notificación deberá apercibir al 

cliente sobre su derecho a solicitar la vista administrativa. La 

solicitud de vista administrativa se hará dentro de los diez días 

laborables siguientes a la fecha de notificación de la determinación 

del Administrador de Distrito. Esta solicitud de vista administrativa 

se presentará en la Secretaría de Vistas Administrativas. 

El 23 de mayo de 2014, la AAA imputó unos cargos por 

violar la Ley de Acueductos y Alcantarillados, supra, y el 

Reglamento 5129, supra. Se le imputó un uso indebido de agua y 

unos cargos ascendentes a $54,956.04, por concepto de agua no 

facturada, multa y gastos administrativos. PDCM objetó los cargos 

imputados dentro del término reglamentario dispuesto, y 

mediante carta enviada por correo certificado con acuse de recibo. 

A partir de dicho momento, la AAA no volvió a actuar sobre el caso 

de epígrafe hasta alrededor de un año y medio después, que 
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emitió un “Señalamiento de Vista” en el que el Centro Comercial 

Corozal Plaza aparece como “parte querellante”. 

Cuando la parte recurrente solicitó que se le notificara la 

“querella” o documento que dio pie al procedimiento adjudicativo, 

la AAA hizo alusión a la carta que imputó los cargos en un 

principio, con fecha del 23 de mayo de 2014. Esta acción es 

contraria al Reglamento 5129, supra, y al debido proceso de ley 

de la parte recurrente. En esencia, se inició un procedimiento 

adjudicativo por parte de la Secretaría de Vistas Administrativas 

de la AAA, en donde la parte recurrente figura como “querellante”, 

sin que esta parte haya iniciado dicho trámite. Parece increíble 

que la AAA tilde de “frívola” la solicitud de la parte recurrente para 

que se le mostrara la querella presentada, pues ese precisamente 

es su derecho, conforme a la citada LPAU y al Reglamento 5129, 

supra. Nos llama la atención la determinación de hecho número 6 

de la Resolución final recurrida, la cual citamos: “PDCM no recibió 

respuesta a su objeción, por lo que presentó ante este Foro 

apelativo el presente recurso.” Esta determinación de hecho es 

errónea y contraria a los propios planteamientos de las partes. No 

albergamos duda que, en el presente caso, la AAA violentó el 

debido proceso de ley de la parte recurrente al iniciar un proceso 

adjudicativo sin contar con la determinación final del 

Administrador de Distrito. Es decir, Secretaría de Vistas 

Administrativas actuó sin jurisdicción. Conforme a ello, procede 

revocar la Resolución recurrida. 

 Dada la forma en que disponemos del presente caso, es 

innecesaria la discusión de los demás errores señalados. 

IV. 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, revocamos 

la Resolución recurrida.  
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 Notifíquese 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 

 

 
 

 
  


